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PROYECTO DE LEY NÚMERO 145 DE 2015 
CÁMARA

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 6° del Decreto-ley 1790 de 

2006 y artículo 1° de la Ley 1405 de 2010, quedará así:

Artículo 6°. Jerarquía. La jerarquía y equivalencia 
-

res para efectos de mando, Régimen Interno, Régimen 
Disciplinario y Justicia Penal Militar, lo mismo que 
para todas las obligaciones y derechos consagrados en 
este decreto, comprende los siguientes grados en escala 
descendente:

OFICIALES

1. Ejército

1. General

2. Mayor General

3. Brigadier General

1. Coronel

2. Teniente Coronel

3. Mayor

1. Capitán

2. Teniente

3. Subteniente

2. Armada

1. Almirante

2. Vicealmirante

3. Contraalmirante

1. Capitán de Navío

3. Capitán de Corbeta

1. Teniente de Navío

3. Teniente de Corbeta

3. Fuerza Aérea

1. General

2. Mayor General

3. Brigadier General

1. Coronel

2. Teniente Coronel

3. Mayor

1. Capitán

2. Teniente

3. Subteniente
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SUBOFICIALES
1. Ejército
a) Sargento Mayor de Comando Conjunto
b) Sargento Mayor de Comando
c) Sargento Mayor
d) Sargento Primero
e) Sargento Viceprimero
f) Sargento Segundo
g) Cabo Primero
h) Cabo Segundo
i) Cabo Tercero
2. Armada

h) Marinero Primero
i) Marinero Segundo
3. Fuerza Aérea
a) Técnico Jefe de Comando Conjunto
b) Técnico Jefe de Comando
c) Técnico Jefe
d) Técnico Subjefe
e) Técnico Primero
f) Técnico Segundo
g) Técnico Tercero
h) Técnico Cuarto
i) Aerotécnico
Parágrafo.

-
-

tería de Marina de la Armada Nacional.
Artículo 2°. El artículo 5° del Decreto-ley 1791 de 

2010”, quedará así:
Artículo 5°. Jerarquía. -

-
cía Nacional, para efectos de mando, régimen discipli-
nario, Justicia Penal Militar, lo mismo que para todos 
los derechos y obligaciones consagrados en este decre-
to, comprende los siguientes grados:

1. General
2. Mayor General
3. Brigadier General

1. Coronel
2. Teniente Coronel
3. Mayor

1. Capitán
2. Teniente
3. Subteniente
2. Nivel Ejecutivo
a) Comisario
b) Subcomisario
c) Intendente Jefe
d) Intendente
e) Subintendente
f) Patrullero

a) Sargento Mayor
b) Sargento Primero
c) Sargento Viceprimero
d) Sargento Segundo
e) Cabo Primero
f) Cabo Segundo

a) Agentes del Cuerpo Profesional
b) Agentes del Cuerpo Profesional Especial
Artículo 3°. El artículo 55 del Decreto-ley 1790 de 

2006 y artículo 3° de la Ley 1405 de 2010, quedará así:
Artículo 55. Tiempos mínimos de servicio en cada 

grado. -
vicio en cada grado como requisito para ascender al 
grado inmediatamente superior.

1. Subteniente o Teniente de Corbeta cuatro (4) 
años.

3. Capitán o Teniente de Navío cinco (5) años.
4. Mayor o Capitán de Corbeta cinco (5) años.

años.
6. Coronel o Capitán de Navío cinco (5) años.
7. Brigadier General, Contraalmirante cuatro (4) 

años.
8. Mayor General o Vicealmirante cuatro (4) años.

1. Cabo Tercero, Marinero Segundo o Aerotécnico 
tres (3) años.

2. Cabo Segundo, Marinero Primero o Técnico 
Cuarto tres (3) años.

-
cero cuatro (4) años.
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Segundo cinco (5) años.
-

nico Primero cinco (5) años.
-

jefe cinco (5) años.
-

co Jefe tres (3) años.

Técnico de Comando o Técnico Jefe de Comando tres 
(3) años.

Parágrafo. Atendiendo el sistema de evaluación y 
-

sultados operacionales, la Junta Asesora del Ministerio 

-

tiempo mínimo establecido en el presente artículo.
-

plido el tiempo mínimo establecido en este artículo 
para el respectivo grado.

Artículo 4°. El artículo 65 del Decreto-ley 1790 de 

2010, quedará así:
Artículo 65. 

Insignia. Para ascender a los Grados de Mayor General 
-

no nacional escogerá libremente entre los Brigadieres 
Generales y Mayores Generales o sus equivalentes res-
pectivamente, que reúnan las condiciones generales y 

-
mento de la entrada en vigencia de la presente ley, 
ostenten el grado de Teniente General o Almirante de 

cualquier época del año al grado de General o Almi-
rante. Mientras ello suceda conservarán el grado de Te-
niente General o Almirante de Escuadra.

Artículo 5°. El artículo 100 del Decreto-ley 1790 de 

2006 y artículo 6° de la Ley 1405 de 2010, quedará así:
Artículo 100. Causales del retiro. El retiro del ser-

causales, como se indica a continuación:
a) Retiro temporal con pase a la reserva:
1. Por solicitud propia.
2. Por cumplir cuatro (4) años en el Grado de Ge-

neral o Almirante, salvo lo dispuesto en el artículo 102 
de este decreto.

4. Por sobrepasar la edad correspondiente al grado.
5. Por disminución de la capacidad psicofísica para 

la actividad militar.

de acuerdo con el tiempo previsto en el Código Penal 
Militar para el delito de abandono del servicio.

7. Por incapacidad profesional de conformidad con 
el artículo 108 literal a) de este decreto.

8. Por retiro discrecional de acuerdo con el artículo 
104 de este decreto.

9. Por no superar el período de prueba;
b) Retiro absoluto:

para los servidores públicos de acuerdo con la ley.
4. Por muerte.
5. Por incapacidad profesional de conformidad con 

el artículo 108 literales b) y c) del presente decreto.
6. Por fuga del personal privado de la libertad por 

orden de autoridad judicial, sin perjuicio de la acción 
penal y disciplinaria que corresponda.

Artículo 6°. El artículo 102 del Decreto-ley 1790 de 

2010”, quedará así:
Artículo 102. Retiro de Generales y Almirantes. A 

asciendan al Grado de General o Almirante, pasarán al 
retiro temporal con pase a la reserva al cumplir cuatro 

ocupe el cargo de Ministro de Defensa Nacional, por 
ser su nombramiento y separación potestad del Presi-
dente de la República, conforme al numeral 1º de la 
Constitución Política.

El Gobierno nacional podrá prorrogar hasta por dos 

y Almirantes de que trata el presente artículo, cuando a 
su juicio las condiciones de Seguridad y Defensa Na-
cional así lo aconsejen.

Parágrafo.

-
litares, Jefe de Estado Mayor Conjunto, Comandantes 

Aérea Colombiana, serán ascendidos al Grado inme-
diatamente superior al que ostenten, siempre y cuando 

-
ta parte del tiempo reglamentario en el Grado, para el 
caso de los Brigadieres Generales o Mayores Genera-

hasta ascender al Grado de General, según sea el caso.
Para la designación del Comandante General de las 

-
mandantes del Ejército Nacional, la Armada Nacional 

Artículo 7°. El artículo 23 del Decreto-ley 1791, 

quedará así:
Artículo 23. Tiempo mínimo de servicio en cada 

Grado. 
requisito para ascender al Grado inmediatamente su-
perior:

Subteniente cuatro (4) años
Teniente cuatro (4) años
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Capitán cinco (5) años
Mayor cinco (5) años
Teniente Coronel cinco (5) años
Coronel cinco (5) años
Brigadier General cuatro (4) años
Mayor General cuatro (4) años
2. Nivel Ejecutivo
Subintendente cinco (5) años
Intendente siete (7) años
Intendente Jefe cinco (5) años
Subcomisario cinco (5) años

Cabo Segundo cuatro (4) años
Cabo Primero cuatro (4) años
Sargento Segundo cinco (5) años
Sargento Viceprimero cinco (5) años.
Sargento Primero cinco (5) años.
Parágrafo. Atendiendo el sistema de evaluación y 

-
sultados operacionales, la Junta Asesora del Ministerio 

del mismo rango hasta con un año de anterioridad al 
tiempo mínimo establecido en el presente artículo.

-
plido el tiempo mínimo establecido en este artículo 
para el respectivo Grado.

Artículo 8°. El artículo 26 del Decreto-ley 1791 de 

2010, quedará así:
Artículo 26. Ascenso de Generales. Para ascender 

a los Grados de Mayor General y General, el Gobierno 
nacional escogerá libremente entre los Brigadieres Ge-
nerales y los Mayores Generales, que reúnan los requi-
sitos establecidos en el presente decreto.

Parágrafo. 
propiedad el cargo de Director General de la Policía 
Nacional, será ascendido al Grado inmediatamente su-
perior de la jerarquía policial al que ostente, siempre y 

por lo menos una cuarta parte del tiempo mínimo en el 
Grado, para el caso de los Brigadieres Generales o los 
Mayores Generales, y así sucesivamente hasta ascen-
der al Grado de General, según sea el caso.

Para la designación del Director de la Policía Nacio-

Generales.
-

mento de la entrada en vigencia de la presente ley, os-
tenten el grado de Teniente General de la Policía Na-
cional, serán ascendidos en cualquier época del año al 
grado de General. Mientras ello suceda conservarán el 
grado de Teniente General.

Artículo 9°. En todas las normas donde se haga refe-

y 2° de esta ley.

Artículo 10. Esta ley rige a partir de su promulga-
ción y publicación, y deroga todas las normas que le 
sean contrarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El Gobierno nacional, en cumplimiento de las facul-

tades otorgadas por la Constitución Política de Colom-
bia, presenta, ante el Honorable Congreso de la Repú-
blica, el presente proyecto de ley que tiene por objeto la 

-

mediante la Ley 1405 de 2010, por medio de la cual se 

.
-

el proyecto de ley, y otorgar insumos y sustentaciones 
-

lida para la toma de decisiones sobre su aprobación y 
como guía interpretativa de la misma.

del 28 de julio de 2010 “por medio de la cual se modi

. El artículo 1° 
de la esta Ley dispuso adicionar en la jerarquía de los 

General, Almirante de Escuadra y Teniente General del 
Aire para el Ejército Nacional, la Armada Nacional y la 

General para la Policía Nacional. En el artículo 3° de 

en cada grado, como requisito para ascender al grado 
inmediatamente superior. En el caso del grado de Te-
niente General, el tiempo establecido corresponde a 
tres (3) años.

La Ley 1405 de 2010, fue reglamentada mediante el 
Decreto 4410 del mismo año, 

, con el propósito de mantener la 
continuidad en los ascensos anuales y establecer una 

-
signia, circunstancia que se ha venido dando hasta la 
fecha.

En este punto conviene recordar que, por disposi-

-

tradicionalmente ha correspondido a los grados de Bri-
gadier General, Mayor General y General, o sus equi-
valentes en la Armada Nacional.

De esta jerarquía, el Gobierno nacional selecciona 
-

ción de las principales tareas de mando y dirección 
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funciones constitucionalmente asignadas, como la de-
fensa de la soberanía, la independencia, la integridad 
del territorio nacional, del orden constitucional, así 
como el mantenimiento de las condiciones necesarias 
para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, 
y para asegurar que los habitantes de Colombia vivan 

recaen las principales responsabilidades que le permi-

constitucionales y, en particular, con el mantenimiento 
del orden público.

de servicio en la institución, y como resultado de su 

altas dignidades en la estructura institucional, a saber, 
-
-

cional de Colombia.
-
-

distinguir, no solo con dignidades o cargos dentro de 
las instituciones, sino con la posibilidad real de alcan-

policial, que equivale al de General o Almirante.

han iniciado un plan de trasformación acorde con 
la misionalidad de sus instituciones y con la auste-
ridad en el gasto que demanda la realidad del país, 
no es pertinente continuar con el grado de Teniente 

-

Militares y de Policía Nacional, no acorde con las 
necesidades actuales del país.

Por el contrario, al derogarse el grado de Teniente 
General y dejarse vigente los demás grados (General, 
Mayor General y Brigadier General y sus equivalentes 
en la Armada Nacional) y mantenerse los tiempos en 
los grados como lo establecía el Decreto-ley 1790 de 

alcance el grado equivalente en los países de la Otán. 
Lo que implica que en desarrollo de las relaciones in-
ternacionales en las que se ven involucradas nuestras 

-
ciales Generales y de Insignia se presenten al mismo 
nivel y jerarquía de los demás actores internacionales 

Pública, así mismo, se mantenga la disciplina al inte-

estructura militar y policial.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 15 de octubre del año 2015 ha sido presen-
tado en este despacho el Proyecto de ley número 145 

motivos, por el doctor 
Ministro de Defensa Nacional

El Secretario General,

* * *
PROYECTO DE LEY NÚMERO 146 DE 2015 

CÁMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. . Los contratos de 
agencia comercial de bienes estarán sujetos a las dispo-
siciones de esta ley.

En lo no previsto en esta ley se aplicará lo dispuesto 
en el Código de Comercio en materia de agencia co-
mercial. No obstante lo anterior, no serán aplicables a 
la agencia comercial de bienes los artículos 1318, l 324, 
1325 y 1327 del Código de Comercio.

Artículo 2°. . Para efectos de la presente 
ley, se entenderá que se trata de un contrato de agencia 

-
to contractual se determine que la prestación principal 

distribución de bienes.
En todo caso, la agencia comercial cuyo objeto sea 

de software se considerará como agencia comercial de 
bienes y se sujetará a las reglas establecidas en esta ley.

Artículo 3°. 
 El contrato de agencia comercial de bienes 

termina por las mismas causas del mandato y a este se 
aplicarán las reglas generales en materia de responsabi-

Artículo 4°. . Sin perjuicio 
de lo previsto en los artículos 17 y 38 de la Ley 153 de 
1887, lo dispuesto en esta ley no será aplicable a los 
contratos celebrados con anterioridad a su vigencia, así 
no hubieren terminado aún.

Artículo 5°. . La presente ley rige a partir 
de su publicación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

Cordialmente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Honorables Congresistas:
En mi calidad de Ministra de Comercio, Industria y 

Turismo, por medio del presente documento me permi-
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to poner a su consideración el proyecto de ley, por me-
dio de la cual se regula la agencia comercial de bienes. 
Con este proyecto el Gobierno nacional busca honrar 
el compromiso contraído por Colombia en el marco del 
Acuerdo de Promoción Comercial, suscrito con los Es-
tados Unidos de América, en adelante el APC, vigente 
desde el 15 de mayo de 2012.

I. Alcance de la obligación del Acuerdo de Pro-
moción Comercial entre la República de Colombia 

Como resultado del proceso de negociación del 
-

lombiana relativa al contrato de agencia comercial en 

seis meses siguientes a la entrada en vigor (noviembre 
15 de 2012).

en lo siguiente:

i) Eliminar la cesantía comercial que hoy es obliga-
toria en el contrato de agencia comercial y que consis-
te en pagar una doceava parte de lo devengado por el 
agente en comisiones;

-

agentes en un mismo territorio, y

-

na terminación unilateral sin justa causa por parte del 
empresario o por justa causa del agente provocada por 

generales en materia de responsabilidad y las estipu-
laciones entre el empresario y el agente, las cuales no 
sean contrarias a las leyes aplicables.

La obligación contraída por Colombia en virtud del 
APC, relacionada con la agencia comercial está referi-
da sólo a bienes, incluyendo el software.

En cuanto a la aplicación de la ley en el tiempo, 

aplicación, en la medida en que sea requerida por la 
Constitución, de una medida descrita en el párrafo 1 (a) 

agencia comercial celebrados antes de la entrada en vi-
gencia de la legislación que se adopte para implemen-
tar esta obligación.

-
-

vigencia de la legislación que se adopte para imple-
mentar la misma, a los contratos celebrados con ante-
rioridad a esa fecha1.

Es pertinente señalar que el 21 de septiembre del 
año 2012, el entonces Ministro de Comercio, Industria 
y Turismo radicó el Proyecto de ley número 146 de 
2012 Cámara, 256 de 2013 Senado, y aun cuando las 
ponencias fueron aprobadas en plenarias de Cámara y 
Senado no se logró adelantar su conciliación, motivo 
por el cual se archivó en cumplimento de lo dispuesto 
por el artículo 190 de la Ley 5° de 1992.

1  De esta manera se previó en la nota al pie del párrafo 3 

II. Explicación del articulado
1. Ámbito de aplicación y naturaleza

aplicación de la misma. A tal efecto, y de conformidad 
con los compromisos internacionales de Colombia, se 
prescribe que lo establecido en esta ley solo tiene efec-
tos sobre la agencia comercial de bienes.

Lo anterior, por cuanto la situación sería idéntica 
a la prevista por el artículo 1331 del Código de Co-

previstas en los artículos 1317 y subsiguientes a los 
contratos de agencia comercial en los que no se hayan 

1320 y concordantes, a los efectos del registro mercan-
til del contrato y la oponibilidad de este a terceros de 

De conformidad con lo estipulado en el APC, se 

los contratos de agencia comercial de bienes (artículos 
1318, 1324, 1325 y 1327 del Código de Comercio).

Seguidamente, mediante el artículo 2°, se establece 

-
tación principal, en virtud del cual se determina la natu-

de una agencia comercial siempre que se compruebe 
-

plotación, fabricación o distribución de bienes.

del Capítulo 11 del APC, en su inciso segundo se aclara 
que, para los efectos de la ley, el software se considera 
un bien.

2. 
En el artículo 3° del proyecto de ley se establece 

que la agencia comercial de bienes terminará por las 
mismas causales previstas para el mandato, aplicando 

perjuicios.
3. Aplicación de la ley en el tiempo y vigencia
En el artículo 4° se han previsto aquellas situaciones 

particulares que lleguen a ofrecer dudas acerca de la ley 
aplicable a estos contratos, con ocasión de la entrada en 

allí introducidas respecto de la agencia comercial del 
actual Código de Comercio.

Así, en el artículo 4° se reconoce el efecto ultraac-
tivo que tendrá la ley anterior, frente a la ley posterior, 
respecto de los con tratos celebrados bajo la vigencia 

esta (la nueva ley)2 -

de contrato de agencia comercial de bienes del artículo 
2°, esto es, que se trate de contratos de agencia comer-

2 Sobre este aspecto, la doctrina ha sostenido que “...La 
norma aplicable en este caso, por ser la reguladora de los 

es el artículo 38 de la Ley 153 de 1887...” (SUESCÚN 
MELO, Op. Cit. Pág. 431). El inciso primero del artículo 
38 de la Ley 153 de 1887 consagra, como regla general, 
que “...En todo contrato se entenderán incorporadas las 
leyes vigentes al tiempo de su celebración...”.
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cial en los que sea posible determinar que la prestación 
principal de su objeto está referida a bienes.

De acuerdo con lo anterior, el derecho a la cesantía 
comercial que tendría un agente por virtud del contrato 
de agencia comercial que celebró en vigencia del inciso 
primero del artículo 1324 C. de Co., antes de la entrada 
en vigencia de la ley de este proyecto, no se afectaría 
por la inaplicación consagrada para dicha cesantía en 
su artículo 1° de esta forma se protegen los derechos 
adquiridos por los agentes3.

Cabe precisar que el inciso primero del artículo 
1324 del C. de Co. consagra una prestación de carácter 
retributivo4 (“Cesantía Comercial”) a favor del agente, 
la cual nace desde el momento de la celebración del 
contrato y se debe al agente con ocasión de la termi-
nación del contrato, independiente de si es con justa o 
injusta causa. Se trata del respeto por la regla general 
prevista en el inciso primero del artículo 38 de la Ley 
153 de 1887.

Vale la pena recordar que al artículo 38 de la Ley 
153 de 1887 también deberá reconocérsele y observar 
su plena vigencia respecto de la ley objeto de este pro-
yecto, como se le reconociera respecto del contrato de 
agencia comercial al momento de entrar en vigencia el 
Código de Comercio de 1971, en donde por mandato 

y aplicación. De ahí que negar la aplicación del artículo 
38 en la interpretación y aplicación de la ley objeto de 
este proyecto sería negar la vigencia misma de aquella. 
El artículo 2036 citado dispone que 

-
conoce el efecto retrospectivo que tendrá la nueva ley 
respecto de los contratos celebrados bajo la vigencia 
de la ley anterior, pero en ejecución a la entrada en vi-
gor de aquella. Se entiende que las disposiciones que 
se aplicarán de la nueva ley a dicho contrato serán las 
generales en materia de responsabilidad y de la indem-

para los contratos anteriores como para los posteriores 
a la vigencia de la nueva ley.

-

3 En relación con este fenómeno, en forma análoga, el 
profesor Arrubla Paucar ha sostenido que “...Cabe pre-

fenómeno que prolonga la vigencia de la ley? Una de 
las respuestas la podemos encontrar en el concepto de 

ha concedido un derecho particular y concreto, este no 
puede ser menoscabado por la vigencia de otra ley, salvo 
casos especiales en los cuales el orden público o el in-

principio conocido como del efecto general inmediato de 
la ley...” (ARRUBLA PAUCAR, Jaime Alberto. “Con-
tratos Mercantiles. Contratos Típicos.” Tomo II. Diké, l 
2va Edición, Bogotá, 2008. Pág. 305).

4 ARRUBLA PAUCAR, Op. Cit. Pág. 306.

situaciones jurídicas en curso -y no consolidadas- al 
momento de su entrada en vigencia. Se trata, pues, del 

1 y 2 del artículo 38 de la Ley 153 de 1887.
-

tículo 1324, inciso segundo, no es una retribución, es 
una sanción, una pena con la que el infractor paga su 
incumplimiento del contrato; y que, no obstante que el 
derecho a reclamar tal indemnización

-
ción, propiamente tal, es decir, su monto o contenido, 

Código de Comercio, en su inciso segundo, es el de-

-
recho que se ejerce al momento de su terminación. De 

del contrato y durante su vigencia es tan solo una mera 
5.

Adicionalmente, conviene tener en cuenta que, no 

dicho contrato6, en el presente caso se estima necesario 

objeto del proyecto citado.
En particular, respecto de las normas que regulan 

se prevén en el artículo 3° del presente proyecto de ley, 
debe aplicarse lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 

“En todo contrato se entenderán incorporadas las 
leyes vigentes al tiempo de su celebración.

 de esta disposición: (...)
“...2°. Las que señalan penas para el caso de infrac-

ción de lo estipulado; la cual infracción será castigada 
con arreglo a la ley bajo la cual se hubiere cometido...”.

En la doctrina nacional ha habido amplio y tempra-

perjuicios a que haya lugar7

-
fesor Arrubla Paucar reitera que su carácter es eminen-
temente sancionatorio y advierte su identidad con las 

5 Véase COLOMBIA. Corte Constitucional Sentencia 
-

titucional, Sentencia C-529 de 1994, M.P. José Gregorio 

6 Artículo 1501 C.C. (Conc. artículo 822 C. de Co.) “...
Artículo 1501: Se distinguen en cada contrato las cosas 
que son de su esencia, las , y las 
puramente accidentales. Son de la esencia de un contrato 
aquellas cosas sin las cuales, o no produce efecto alguno, 
o degeneran en otro contrato diferente; son de la natura-

se entienden pertenecerle, sin necesidad de una cláusula 
especial; y son accidentales a un contrato aquellas que ni 
esencial ni naturalmente le pertenecen, y que se le agre-
gan por medio de cláusulas especiales...”. (Subrayado 
aparte).

7 CÁRDENAS MEJÍA, Juan Pablo. El contrato de Agen-
cia Mercantil, Bogotá. Editorial Temis y Universidad 
del Rosario, 1982, Pág. 137. En igual sentido, Cfr. HI-

-

Abogados de Medellín en mayo de 1981), publicado en 
Escritos Varios, Bogotá. Editorial Umaña Trujillo, 1983, 
Pp. 782 y s.s.
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decir que:
“...En cuanto a -

gundo párrafo del artículo 1324, consideramos que se 
aplican también a los contratos que venían en curso al 
momento de la vigencia de la ley
a saber:

a)  que se origina a 
causa de faltar al deber de prestación derivado del con-
trato y que no es cosa distinta, al efecto del principio de 
la responsabilidad contractual que rige en nuestro siste-
ma jurídico, desde que la Unión adoptó el Código Civil 
del Estado de Cundinamarca en el siglo diecinueve.

anterior, dado el carácter sancionatorio de la 

el artículo 38 de la Ley 153 de 1887.
Así las cosas, debemos concluir que para los contra-

tos celebrados con anterioridad a la vigencia del Códi-
go de Comercio no cabría la aplicación de la primera 
prestación conocida como cesantía comercial; pero sí 

-
ción consagrada en el párrafo 2°, del artículo 1324 del 
Código de Comercio...”8 (Subrayado aparte).

-
bitral proferido el 8 de julio de 1992, por el Tribunal de 
Arbitramento que se ocupó del caso Roberto Cavelier 

se había aclarado que:

del artículo 1324 únicamente se causa cuando el 
contrato de agencia termina por una causa imputable al 
agenciado, lo que pone en evidencia el incumplimiento 
de sus obligaciones y compromisos, de manera que 
en este caso se trata de una pena o sanción o, mejor 

agente los perjuicios que le causa el agenciado con su 
comportamiento. En consecuencia, y en opinión del 

lo cual es aplicable retrospectivamente, esto es, a los 
contratos de agencia que se encontraban en ejecución 

Comercio9. (Resaltado aparte).

8 ARRUBLA PAUCAR, Op. Cit. Pág. 307.
9 Cámara de Comercio de Bogotá, Centro de Conciliación 

y Arbitraje. Tribunal de Arbitramento de Roberto Cave-

A., laudo de 8 de julio de 1992, árbitros José Enrique 

Suescún Melo. La Sección Tercera del Consejo de Esta-
do en sentencia del 20 de octubre de 2005, estableció que 
“...De otra parte, teniendo en cuenta que el artículo 38 
de la Ley 153 de 1887 establece que en todo contrato se 
entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de 

previstas, dentro de las cuales se encuentra el numeral 
2, que al tenor dice “las que señalan penas para el caso 
de la infracción de lo estipulado; la cual infracción será 
castigada con arreglo a la ley bajo la cual se hubiere co-
metido”, los cargos señalados por el actor habrán de re-
solverse bajo las disposiciones establecidas en la Ley 80 
de 1993, pues era esta la norma vigente al momento de 
ocurrencia de los hechos que se imputaron como consti-
tutivos de la infracción al contrato”.

irretroactividad de la ley objeto del presente proyecto, 
al prescribir que dicha ley regirá a partir de su promul-
gación, esto es, para los contratos de agencia comercial 
de bienes que se celebren a partir de su entrada en vi-

-
querida en la aplicación de la ley hacia el futuro, como 
regla general.

De acuerdo con lo anterior, por virtud de las dis-
posiciones comentadas, al consagrar la aplicación de 
los criterios previstos en el presente proyecto para las 

-
mordialmente se estaría cumpliendo con la Constitu-
ción Política y las leyes así como con los compromisos 
contraídos por el Estado colombiano en el marco del 
APC celebrado con Estados Unidos en el párrafo 2 (b) 

y la nota al pie del párrafo 3 ibídem.
Por último, se advierte que el presente proyecto de 

-
guno a cargo del Estado. Es, como bien se puede ver, 
un conjunto de disposiciones que regula una relación 
netamente privada. En ese orden de ideas, no resulta de 
aplicación lo establecido en el artículo 7° de la Ley 819 
de 2003, que obliga a que las normas que involucren 

favorable previo del Ministerio de Hacienda y Crédito 
-

Con toda atención,
La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 19 de octubre del año 2015 ha sido presen-
tado en este despacho el Proyecto de ley número 146 

motivos, por la doctora 
Ministra de Comercio, Industria y Turismo

El Secretario General,

* * *
PROYECTO DE LEY NÚMERO 147 DE 2015 

CÁMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo al artículo 12 
la Ley 140 de 1994 el cual quedará redactado de la si-
guiente manera:
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Artículo 12. -
cidad Exterior Visual. Sin perjuicio de la acción popu-
lar consagrada en el artículo 1005 del Código Civil y 
el artículo 8° de la Ley 9ª de 1989 y de otras acciones 

-
terior Visual, en sitio prohibido por la Ley o en condi-

-
nicipal o distrital respectiva. La solicitud podrá presen-
tarse verbalmente o por escrito, de conformidad con el 
artículo 5º del Decreto 1 de 1984 (Código Contencioso 
Administrativo).

De igual manera y sin perjuicio del ejercicio de la 
acción popular, los Alcaldes podrán iniciar una acción 

-

-
-

cuentra registrada de conformidad con el artículo ante-

señalado por la ley, se ordenará su remoción. De igual 
manera el funcionario debe ordenar que se remueva o 

-
te a las condiciones legales, tan pronto tenga conoci-

para evitar o para remediar una perturbación del orden 
público en los aspectos de defensa nacional, seguridad, 
tranquilidad, salubridad y circulación de personas y co-
sas o graves daños al espacio público.

En los casos anteriores, la decisión debe adoptarse 

de recepción de la solicitud o de la iniciación de la ac-
tuación. Si la decisión consiste en ordenar la remoción 

hábiles para que el responsable de la publicidad, si es 

ordenará que las autoridades de policía la remuevan a 
costa del infractor.

registrada y no se trate de los eventos previstos en el 
inciso tercero de este artículo, el Alcalde, dentro de los 
veinte (20) días hábiles siguiente al día de la recepción 
de la solicitud o de la iniciación de la actuación, debe 
promover acción popular ante los jueces competentes 

-
cidad. En estos casos acompañará a su escrito, copia 
auténtica del registro de la Publicidad.

Parágrafo. En las entidades territoriales indígenas 
los consejos de gobierno respectivos o la autoridad que 
haga sus veces, serán los responsables del cumplimien-
to de las funciones que se asignan a las Alcaldías distri-
tales y municipales en el presente artículo.

Parágrafo. 

Electoral será responsable del cumplimiento de las fun-
ciones que se asignan a las Alcaldías distritales y muni-
cipales en el presente artículo.

Artículo 2°. Adiciónese tres parágrafos al artículo 
13 la Ley 140 de 1994 el cual quedará redactado de la 
siguiente manera:

Artículo 13. Sanciones. La persona natural o ju-
rídica que anuncie cualquier mensaje por medio de la 

-
dos, incurrirá en una multa por un valor de uno y medio 

-
dida a la gravedad de la falta y las condiciones de los 
infractores. En caso de no poder ubicar al propietario 

-
carse al anunciante o a los dueños, arrendatarios, etc. 
o usuarios del inmueble que permitan la colocación de 
dicha Publicidad.

Dicha sanción la aplicará el Alcalde. Las resolucio-

Parágrafo. -
sual en propiedad privada, contrariando lo dispuesto 
en el literal d) del artículo 3° de la presente ley, debe 
retirarla en el término de 24 horas después de recibida 

Parágrafo 1°. Cuando el propietario o anunciante 
sea una obra en construcción o un establecimiento de 
comercio la sanción podrá consistir en la suspensión 
de actividades de obra o en la suspensión de las acti-
vidades comerciales por un término hasta de 2 meses 
atendiendo a la gravedad de la falta y las condiciones 
de los infractores.

Parágrafo 2°. Cuando el anuncio de un partido, 
movimiento o candidato viole la reglamentación de Pu-

-
cional Electoral la sanción podrá consistir en multas de 

estatal o la revocatoria de revocatoria de la inscripción.
Parágrafo 3°. Cuando el anuncio corresponda a un 

espectáculo público la sanción económica podrá ascen-
der a cuatro (4) veces lo contemplado en el presente 
artículo.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 1° de la Ley 
810 de del 2003 el cual quedará redactado de la si-
guiente manera:

Artículo 1°. El artículo 103 de la Ley 388 de 1997 
quedará así:

Toda ac-

-
-

denamiento territorial y las normas urbanísticas que los 
desarrollan y complementan incluyendo los planes par-
ciales, dará lugar a la imposición de sanciones urbanís-
ticas a los responsables, incluyendo la demolición de 
las obras, según sea el caso, sin perjuicio de la eventual 
responsabilidad civil y penal de los infractores. Para 
efectos de la aplicación de las sanciones estas infrac-
ciones se considerarán graves o leves, según se afecte 
el interés tutelado por dichas normas.

Se considera igualmente infracción urbanística, la 
-

triales, institucionales y de servicios en contravención 
a las normas de usos del suelo, lo mismo que el ence-
rramiento, la intervención o la ocupación temporal o 
permanente del espacio público con cualquier tipo de 
amoblamiento, instalaciones o construcciones, sin la 
respectiva licencia, así como el anuncio de cualquier 

contravención a las normas establecidas en la Ley 140 
de 1994.

Los municipios y distritos establecerán qué tipo de 
amoblamiento sobre el espacio público requiere de la 

-



Página 10 Jueves, 22 de octubre de 2015 G  841

En los casos de actuaciones urbanísticas, respecto 

correspondiente o que no se ajuste a ella, el alcalde o su 

medida policiva de suspensión inmediata de todas las 
obras respectivas, hasta cuando se acredite plenamente 
que han cesado las causas que hubieren dado lugar a la 
medida.

En el caso del Distrito Capital, la competencia para 

artículo, corresponde a los alcaldes locales, de confor-
midad con lo dispuesto en el Estatuto Orgánico del Dis-
trito Capital.

Artículo 4°. Agréguese el literal f) al artículo 2° de 
la Ley 232 de 1995 el cual quedará redactado de la si-
guiente manera:

Artículo 2°. No obstante lo dispuesto en el artículo 
anterior, es obligatorio para el ejercicio del comercio 
que los establecimientos abiertos al público reúnan los 
siguientes requisitos:

a) Cumplir con todas las normas referentes al uso 
del suelo, intensidad auditiva, horario, ubicación y 

respectivo municipio. Las personas interesadas podrán 

la entidad de planeación o quien haga sus veces en la 
jurisdicción municipal o distrital respectiva;

b) Cumplir con las condiciones sanitarias descritas 
por la Ley 9ª de 1979 y demás normas vigentes sobre 
la materia;

c) Para aquellos establecimientos donde se ejecu-
ten públicamente obras musicales causante de pago por 

-
da, de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 23 de 1982 
y demás normas complementarias;

d) Tener matrícula mercantil vigente de la Cámara 
de Comercio de la respectiva jurisdicción;

-
ción o, quien haga sus veces de la entidad territorial 
correspondiente, la apertura del establecimiento.

-
rior visual contempladas en la Ley 140 de 1994.

Artículo 5°. Modifíquese la redacción y adiciónese 
un párrafo al artículo 29 de la Ley 130 de 1994 el cual 
quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 29.  
Corresponde al Consejo Nacional Electoral y los regis-
tradores municipales regular la forma, característica, 

-
-

los partidos y movimientos, agrupaciones y candidatos 
-

recho de la comunidad a disfrutar del uso del espacio 
público y a la preservación de la estética.

destinados a difundir propaganda electoral.
-

en concordan-

Electoral previa consulta con un comité integrado por 
representantes de los diferentes partidos, movimientos 

asegurar una equitativa distribución.
Los partidos, movimientos o grupos políticos, no 

El alcalde como primera autoridad de policía -
rá a los representantes de los partidos, movimientos y 

-

Estado en que se encontraban antes del uso indebido. 

el cumplimiento de esta obligación antes de conceder 

Cuando el anuncio de un partido, movimiento o can-

visual establecida por el Consejo Nacional Electoral, la 
contemplada en la Ley 140 de 1994 o la establecida en 

-
jar multas de hasta 40 salarios mínimos, privación de la 

-
paña o la revocatoria de revocatoria de la inscripción.

Artículo 6°. La presente ley rige desde su promulga-
ción y deroga todas las disposiciones que le sean con-
trarias.

Cordialmente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. Objeto del proyecto

-
-

sual en tres aspectos: (1) obras, (2) establecimientos de 
comercio y (3) propaganda política o electoral.

-
cimientos comerciales y de obras de construcción, se 

-

económica contemplada actualmente en la ley por la 
posibilidad de decretar la suspensión de actividades de 
obra o comerciales, según la gravedad de la falta.

En cuanto a propaganda electoral o política, se pro-

en materia de regulación y control así como la adición 

de la inscripción.

2.1. 
La Constitución Política de Colombia consagró los 

derechos a la protección de la integridad del espacio 
público (artículo 82) y al medio ambiente sano (artículo 
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79), como derechos colectivos, es decir, estos se 
encuentran como una categoría de Derechos Humanos, 
con la especialidad de que su titularidad, se concreta 
en una colectividad y su violación afecta múltiples 
derechos individuales.

-

con el propósito de “mejorar la calidad de vida median-
te la descontaminación visual y del paisaje, la protec-
ción del espacio público y de la integridad del medio 
ambiente”1 y bajo este parámetro se debe interpretar. 

-
dio masivo de comunicación destinado a informar o 
llamar la atención del público a través de elementos vi-
suales como leyendas, inscripciones, dibujos, fotogra-
fías, signos o similares, visibles desde las vías de uso 
o dominio público, bien sean peatonales o vehiculares, 

2.

entrega la competencia a los alcaldes municipales para 
-

miento, atender solicitudes de remoción y sancionar la 
colocación en contravención a la ley y las normas espe-
ciales de la entidad territorial.

Sobre esta ley la jurisprudencia constitucional falló 
-

-
ciones previstas en la ley podrá permanecer instalada 

-

en los lugares donde no está prohibida, es libre y por 
consiguiente no requiere sino del cumplimiento de las 

ley.”.
-

lidad bajo el argumento: 

 Estableciendo un precedente claro: la 

no invadir facultades de las entidades territoriales.

de construcción
Las Leyes 9ª de 1989, 338 de 1997 y 801 de 1997 

regulan las actuaciones que constituyen infracciones 
urbanísticas incluyendo conductas como la 

 o 

1  Ley 140 de 1994, 

2 Ibíd.
3 Sentencia C-535 de 1996, Magistrado Ponente: doctor 

4 Ley 810 de 2003, 

.

, sin 
-

6.

vallas que anuncian una construcción están reguladas 
por los Decretos 001 de 1998 y el 506 del 20037, este 

construcción, “deberán retirarse dentro de los quince 
-

obras y remite a las sanciones contempladas en la ley.
Por otra, parte el artículo 193 del Código de Poli-

cía de Bogotá8 y la Resolución 931 de 2008 “Por la 
cual se reglamenta el procedimiento para el registro, el 

el procedimiento sancionatorio correspondiente en el 
Distrito Capital” establecen que el registro de pasaca-

-
les del Distrito Capital.

-

Además de la regulación contemplada en la Ley 
140 1997, la Ley 232 de 19959, regula los requisitos 
de apertura y funcionamiento de los establecimientos 
de comercio y establece que 

 ni “re

En su contenido se desarrollan los 
 los cuales de-

estos se omite el necesario cumplimiento a la regula-

De acuerdo con la Ley 1475 debe entenderse como 
propaganda electoral 

 como 
-

5 Ibíd.
6 Ley 9ª de 1989, 

7 Decreto 506 de 2003, 

.
8 Acuerdo 79 de 2003, 

9 Ley 232 de 1995, 

ciales.
10 Ley 1475 de 2011, 

.
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visual política o electoral se entiende como cualquier 
intento de llamar la atención del público orientada a 
obtener el voto de los ciudadanos a través de elementos 
visuales como los mencionados.

Según la regulación contemplada en la Ley 130 de 
1994, 

, es decir, son los alcaldes los encargados de 
controlar la publicidad política en su jurisdicción ele-
mento que entraña un defecto estructural que este pro-
yecto pretende corregir.

Por otra parte, el Acto Legislativo 01 de 2009 esta-
bleció que 

 y entre ellas la función de “Velar por 

 norma que desarrolla la Ley 1475 al esta-
blecer en el artículo 37 que el Consejo Nacional Elec-
toral tiene 

.

El bajo cumplimiento de las normas relacionadas 
-

rurales de Colombia. La saturación de objetos visuales, 
la ubicación de estos en lugares prohibidos, de maneras 

-
ción a la salud física y mental, al medio ambiente y la 
seguridad de los ciudadanos.

-
turbación de la armonía en el paisaje, afecta la salud ya 
que 

11 Ley 140 de 1994, 

12 Acto Legislativo 01 de 2009, 

13 Ibíd.
14 Ley 1475 de 2011, 

.

 (V. Hennings) según 
distintos autores la polución descontrolada de material 
publicitario genera “una sutil alteración en el ritmo car-
diaco, en la presión arterial, en la secreción hormonal 
y hasta en la estructura límbica, la conducta urbana y 
el humor”15.

Por otra parte los espacios de la ciudad también se 
ven profundamente afectados no sólo por el material 

materiales publicitarios abandonados, generando desa-
propiación e invasión del espacio público, perturbando 
incluso distintas actividades comunitarias y en la con-
vivencia humana en los espacios públicos de la ciudad, 

-
gasta, se renueva, crece incontrolable y se reproduce, 
se conserva y se altera, se fragmenta, diluye, deteriora 
y destruye, y así, naturalmente con ella su espacio, su 
imagen y sus habitantes”16.

-
controlada también puede representar un riesgo para 

distractor representa un obstáculo en la concentración 
vial y por ende su proliferación descontrolada pone en 

-
dios. “El contenido visual de los mensajes publicita-
rios en rutas y calles también suele ser un importante 
factor disuasivo que genera el efecto de dispersión en 

-
les de tránsito. La lógica indica que esos carteles son 
puestos para ser leídos por los automovilistas, y su lec-
tura obliga a restarle atención al manejo. El peligro se 
multiplica cuando ello ocurre en una vía rápida, sobre 
todo cuando en las arterias donde, debido al alto grado 
de circulación vehicular, y por lo tanto, de potenciales 
consumidores, tienden a proliferar los nocivos anun-
cios publicitarios”17.

-
terior visual.

En Colombia, el cumplimiento de las normas en 

el incumplimiento, sumado a la lentitud de los proce-
dimientos administrativos y la falta de infraestructura 
para desarrollar los procesos de sanción facilita el in-
cumplimiento por parte de anunciantes, siendo estable-
cimientos de comercio, obras de construcción y campa-
ñas políticas los principales infractores.

descripción detallada de la problemática en este cam-
po, mientras que respecto de las ciudades la situación 
problemática es clara, los desmontes de publicidad ile-

15 GARCÍA OLVERA, Héctor. “El espacio, imagen, el pai-

UNAM, invierno 2000. [Consultado el 28 Septiembre 
2015].

16 

17 MARY RUTH GARCÍA Universidad Nacional de Co-
lombia - Departamento de Biología. Lecciones dispo-
nible en http://www.virtual.unal.edu.co/cursos/cien-

html [Consultado el 28 Septiembre 2015].
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gal incrementales son un factor común en los distintos 
municipios del país.

El caso de Bogotá parece ser el más visible. Durante 
el 2014 la Secretaría Distrital de Ambiente de Bogotá, 

-
sual que no cumplían con los requisitos mínimos lega-
les, de 302 elementos diarios, en junio del 2015 la Se-
cretaría publicó que la publicidad retirada se conforma 

de los cuales “casi la totalidad correspondía a publici-
dad de constructoras y proyectos inmobiliarios en la 

Es evidente que las principales fuentes de publi-
cidad ilegal son establecimientos de comercio, cons-
tructoras y publicidad política. En octubre del 2014, 
la Secretaría de Ambiente publicó las mayores fuentes 
de contaminación visual de Bogotá; en primer lugar se 

-
tes Deysi Katherine Silva, a quien la Secretaría le re-
tiró 7.090, le siguen “Afíliese EPS – PENSIÓN” con 
6.845 elementos ilegales, “Planos y Licencias” con 

Stereo Picnic” con 1.703, “concierto de Café Tacuba” 
con 1.418, “Dash Berlín” con 1.296 y “el Correo de la 
Noche” con 1.040 elementos (Secretaría de Ambiente, 
octubre 2014).

Respecto al problema en pasacalles se hace eviden-
te la contaminación visual emitida por constructoras. 
Según el mismo reporte, el primer lugar fue para los 
“apartamentos Senderos de San Andrés” (412 pendo-
nes), seguida por “Iris Apartamentos” (190), “Parque 
Central Tintal” (152), “Hayuelos Apartamentos” (143), 
la representante a la Cámara Ati Quigua (112), “Mila-
no Apartamentos” (105), “Colina 129 Apartamentos” 
(92), “San Miguel Apartamentos” (82) e “Ikaira Apar-
tamentos” (79) (Secretaría de ambiente, octubre 2014).

La situación es similar en otras capitales del país. 
Por ejemplo, Cali es una de las ciudades más afectadas 

-
toral. Según la Subdirección de Planeación Municipal, 
en las últimas elecciones a gobernaciones y alcaldías, 
se detectaron 408 vallas, de las cuales sólo 107 con-
taban con registro, y 124 lo tenían vencido o debían 
impuestos. Además, 177 vallas fueron instaladas de 
manera ilegal en fachadas, antejardines, cubiertas y te-

-
dos los tamaños permitidos.

El control además es poco efectivo; por ejemplo, en 
Bucaramanga, según las respuestas de la secretaría de 
Gobierno a un debate de control político citado en no-
viembre de 2014, se detectaron 36 anuncios ilegales en 

de los cuales 5 se encontraban resolviendo el recurso, 4 
18.

carencia de infraestructura es una barrera que afecta la 
efectividad de la ley. Tal es el caso de Cúcuta donde la 
Subsecretaría de Espacio Público publicó en agosto del 
2015 que en sólo un día se instalaron alrededor de 60 

18  Ref. CITACIÓN A SESIÓN DE CONTROL POLÍTICO 
No. 08 Concejo de Bucaramanga Disponible en http://
www.concejodebucaramanga.gov.co/descargas/RES-
PUESTA_3_INTERIOR_PROPOSICIONE008_2014.
pdf [Consultado el 28 Septiembre 2015].

las respectivas inspecciones, por falta de funcionarios 
(El Espectador, 2015).

5. Derecho comparado
5.1. México

-
-

peración y enriquecimiento del paisaje urbano del dis-
trito federal”19. El título cuarto de esta ley regula “Las 
sanciones y los medios de impugnación”, establecien-

la mayoría constan de multas económicas, las cuales 
se duplican con la reincidencia del infractor y algunas 
además contemplan el arresto administrativo inconmu-
table de 24 a 36 horas para los responsables.

En materia de publicidad política, el Estado federal 
-

ral por parte de los partidos políticos con amonestación 

días de salario mínimo general vigente, según la gra-
vedad de la falta. En caso de reincidencia, el monto de 
la infracción será de hasta el doble de la infracción ini-
cial. También, puede ser considerada la interrupción de 
la transmisión de propaganda política o electoral que 
se trasmita dentro del tiempo asignado por el Instituto 

5.2 Ecuador
En Quito, el Distrito Metropolitano, se establecieron 

alrededor de 70 sitios, designados especialmente para 
propaganda política. Los candidatos deben cumplir con 
ciertos requisitos y pedir permiso en las diferentes ad-

-
-

cualquier tipo de propaganda, como lugares turísticos, 
patrimoniales, obras de infraestructura vial, entre otras. 
El organismo regulador de mantenimiento y recupera-
ción de fachadas y aceras, así como también protector 
del espacio arbolado público urbano, sanciona el mal 
uso del espacio público con multas de hasta USD1.360.

espacio público en cuanto a propagandas electorales. 
Las infracciones leves se sancionan con el 30% de un 

los árboles. Las graves se sancionan con multas de dos 

infracción se relaciona con aquellos que ocupan el es-
pacio público restringido (sitios turísticos o patrimo-

-
bién aplica para quienes alteren fachadas privadas sin 

muy graves serán sancionadas con 4 salarios básicos 

para sancionar la colocación de propaganda electoral 
en lugares patrimoniales, como el centro histórico.

-
blicidad en viviendas. La ciudadanía puede colocar 
propaganda electoral siguiendo un procedimiento. Pri-
mero suscribiendo un convenio con el representante de 

-
so de remover la publicidad posterior a los 10 días de 

19 
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culminada la campaña. Al igual, este convenio debe ser 

( , 2014).
5.3. Chile
Las Municipalidades de la capital chilena estable-

cen ciertos requisitos para la colocación de propaganda 
electoral en espacio público. Se establecen normas para 

con los reglamentos adecuados, se sanciona con una 
multa de 50 UTM (Unidades Tributarias Mensuales) 
lo que en este momento equivaldría a USD$ 3,177 
(CAMPINO, 2011). Las infracciones a este decreto son 

-
cionadas con cinco unidades tributarias mensuales. Su 
reincidencia da lugar a la interrupción de la propaganda 
electoral por un mínimo de tres días hábiles. En caso 
del incumplimiento de lo dispuesto, se procede al reti-
ro inmediato de los elementos publicitarios (Ley Chile, 
2008).

le solicito respetuosamente a la Honorable Cámara de 

Representantes aprobar el proyecto de ley por medio 

.

Cordialmente,

CÁMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARÍA GENERAL

El día 20 de octubre del año 2015 ha sido presentado 
en este despacho el Proyecto de ley número 147 de 

motivos, por la honorable Representante 

El Secretario General,

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  

DEBATE AL PROYECTO DE ACTO LEGISLA-
TIVO NÚMERO 096 DE 2015 CÁMARA  

DE REPRESENTANTES
 

Bogotá, D. C., 15 de octubre de 2015
Doctor

Presidente de la Comisión Primera Constitucional
Honorable Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia: Ponencia primer debate Proyecto de 

Honorable Presidente:
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 156 

de la Ley 5ª de 1992, me permito presentar informe de 
ponencia para primer debate al -
lativo número 096 de 2015 Cámara, por medio del cual 

, para el cual fui designado como ponente 
por la Honorable Mesa Directiva de la Comisión Primera, 
ponencia que se sustenta en los siguiente términos:

I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA
El día veintiséis (26) de agosto del presente año, los 

autores honorables Representantes:

honorable Representante John Jairo Cárdenas Morán, 
honorable Representante Germán Bernardo Carlosama 

Ospina Quintero, honorable Representante Hernán 
Penagos Giraldo, honorable Representante Ángela María 

- Antonio Navarro Wolff, honorable Senador - Claudia 

Sarabia, honorable Senador - Hernán Andrade Serrano, 
honorable Senador - Horacio Serpa Uribe, honorable 
Senador - Iván Cepeda Castro, honorable Senador - 

Manuel Galán Pachón, honorable Senador - Luis Évelis 

Montealegre, radicaron ante la Secretaría General de 
la Cámara de Representantes el Proyecto de Acto 

por medio 

. La iniciativa fue publicada en la 
Gaceta del Congreso número 639 de 2015 del Congreso 
de la República.

Por designación de la honorable Mesa Directiva de la 
Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cá-
mara de Representantes, Acta número 006 de la mesa di-
rectiva de la comisión, fui nombrado para rendir informe 

3.1 – 0144-2015 de fecha 8 de septiembre de 2015.
II. OBJETO Y CONTENIDO DEL PROYECTO 

DE ACTO LEGISLATIVO
El presente proyecto de acto legislativo tiene por 

-
ción Política de Colombia y entre sus objetivos princi-
pales pretende:
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• Crear un servicio de carácter social que materiali-

• Ofrecer a los jóvenes la posibilidad de participar 
-

puesto de un proceso democrático y el goce efectivo de 
los Derechos Humanos.

• Proponer la creación de un servicio social que les 

armas, y que además, les permita ser partícipes de la 

políticos y culturales.
• Crear un nuevo marco normativo que, mediante 

propuestas para la juventud, contribuya a la construc-
-

rantía de los Derechos Humanos y en el fortalecimiento 
del Estado social de derecho.

En líneas generales este proyecto de acto legisla-
tivo propone la creación de un servicio que posibilite 
a los jóvenes opciones diversas para cumplir con sus 
deberes ciudadanos, mediante acciones y dinámicas 
en los territorios que incentiven y propendan por una 

Derechos Humanos, como soporte para la ampliación 
y fortalecimiento de la democracia y del Estado Social 
de Derecho.

Se establecen los fundamentos para la creación del 
-

mentado por una ley posterior. El proyecto sugiere al-
gunas modalidades para la prestación del mismo:

• Servicio social para el trabajo con víctimas de la 
guerra.

• Servicio social para el tratamiento y resolución de 

cultural del país y la promoción artística y cultural.
-

tidades educativas formales e informales.
• Servicio social para la refrendación y el cumpli-

• Servicio social para la promoción de los Derechos 
Humanos.

• Servicio social para la protección de la biodiver-
-

restal del país.
• Servicio social para la garantía del derecho a la 

salud.
• Servicio social para el fortalecimiento del campo y 

de la agricultura campesina.
• Servicio social para la construcción de la memoria 

Los autores del proyecto hacen referencia a que una 
de las modalidades que se propone como Servicio So-
cial, está estrechamente relacionada con el proceso de 

 Cuyo sustento es la 
-

para la Paz:
El objetivo de este proyecto de acto legislativo es 

establecer los fundamentos para la creación del Servi-

-
riormente reglamentado por la ley), solo crea y estable-
ce sus principales características, como a continuación 

• Por su carácter civil y social, enfocado en el dere-
-
-

tarias, del orden nacional y regional, en coordinación 
con las entidades del Estado designadas para ello.

• Se podría prestar al momento de terminar los estu-

de los estudios superiores según la vocación profesio-
nal, o como profesional en su respectiva área.

• Su carácter será no remunerado y podrá prestarse 
en cualquier parte del territorio nacional.

-

práctica no remunerada.

no constituirá causal de limitación para el ejercicio de 
Derechos Humanos fundamentales. Se prestará bajo un 
amplio rango de modalidades, de manera que los jó-
venes puedan articular sus intereses al servicio social.

La propuesta constitucional, se puede apreciar en el 
siguiente cuadro comparativo:

ARTICULADO ACTUAL ARTICULADO PROPUESTO

vigente
-

obligatorio cumplimiento. obligatorio cumplimiento.
En desarrollo de este deber, los 
colombianos y colombianas están 
obligados a prestar un servicio so-
cial para promover la construcción 

 Derechos Humanos y la 
 la democracia.

La ley reglamentará las formas y los 
procedimientos para la prestación 
de este servicio social. Asimismo, 
determinará las prerrogativas por su 
prestación y las condiciones que, en 

 de la presta-
ción de este servicio. No dependerá 
orgánicamente de las instituciones 
militares. La prestación del servicio 

 la 
prestación del servicio militar.

vigente:
-

Militares y la Policía Nacional.
Todos los colombianos están obli-
gados a tomar las armas cuando las 

defender la independencia nacional 
y las instituciones públicas. La ley 
determinará

Militares y la Policía Nacional.
Los colombianos podrán tomar las 
armas cuando las necesidades pú-
blicas lo requieran para defender la 
independencia nacional y las insti-
tuciones públicas.
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ARTICULADO ACTUAL ARTICULADO PROPUESTO
-

ca vigente. Las condiciones que en 
-

litar y las prerrogativas por la pres-
tación del mismo.

-

La ley determinará los casos en 
que, 
necesario hacer un llamado general 
a tomar las armas. En todo caso se 
reconocerá el derecho fundamental 
de objeción de conciencia y se de-
terminarán las condiciones que en 

 atender este 
llamado.

Un escenario inmejorable para el debate sobre la 
Objeción de Conciencia al Servicio Militar, fue la 
Asamblea Constituyente de 1991; en donde se reali-

Secretaría de la Asamblea para que el tema se inclu-

1991.

En el año 2000 fue creado el trabajo en red deno-
minado Acción Colectiva por la Objeción de Concien-

JUSTAPAZ, Colectivo por la Objeción de Conciencia de 
-

bajadora Colombiana. En 2005 es creada la Asamblea 
Nacional de Objetoras y Objetores de Conciencia, pro-
puesta sin estatutos ni mandatos, cimentada en la prácti-
ca, la corresponsabilidad, la solidaridad y la autogestión.

-
cicio del Derecho de Objeción de Conciencia al Ser-
vicio Militar Obligatorio:

Mediante varios Proyectos de Actos Legislativos se 

reglamentar el ejercicio del derecho de Objeción de 
Conciencia, sin embargo el Congreso de la República 
aún no ha reglamentado esta materia:

PROYECTO SÍNTESIS RESULTADO
Proyecto de Acto Legislativo 09 de 2002 
- Senado, “por medio del cual se elimina 
el servicio militar obligatorio y se esta-
blece el servicio social obligatorio”

Se considera de que el servicio militar 
obligatorio va en contravía de la cultura 

-
bia; se piensa en la necesidad de una 

-
-

sionales con verdadera vocación militar 
a ellas; se considera que es más prove-
choso que los jóvenes presten un servi-
cio social, civil y ecológico a la Nación 
y que el servicio militar sea una opción 
para aquellos a quienes realmente les in-
terese este aspecto de la vida nacional.

Archivado.

Proyecto de ley 102 de 2008, “por la 
cual se dictan normas sobre el ejercicio 
del derecho de objeción de conciencia 
al servicio militar obligatorio, se crea el 
servicio social sustituto y se dictan otras 
disposiciones”

Tenía por objeto establecer las normas 
que regulen el ejercicio del derecho de 
objeción de conciencia al servicio mi-
litar obligatorio y establecer el servicio 
social sustituto.

Archivado.

Proyecto de Ley 66 de 2010 - Senado, 
“por la cual se dictan normas sobre el 
ejercicio del derecho de objeción de 
conciencia al servicio militar obligato-
rio, se crea el servicio social sustituto, 

de 1993, y se dictan otras disposiciones”

Dispuso como su objeto, establecer 
las normas que regulen el ejercicio del 
derecho de objeción de conciencia al 
servicio militar obligatorio, reconocer 

el servicio social sustituto.

Archivado por Proposición. Mayo 17 de 
2011.

Proyecto de ley 115 de 2010 - Senado, 
“por la cual se desarrolla el derecho  de 
libertad de conciencia, reconocido en el 
artículo 18 de la Constitución Política 
de Colombia”

El proyecto tenía por objeto reglamentar 
el derecho fundamental de Libertad de 
Conciencia, establecido en la Constitu-
ción Política en el artículo 18, interpre-
tado de conformidad con los tratados in-

Archivado según art. 190 Ley 5ª de 
1992.

Proyecto de ley número 3 de 2012, “por 
medio del cual se regula el derecho fun-
damental a objetar conciencia el servi-
cio militar obligatorio”

El proyecto tenía como propósito esta-
blecer las directrices, los requisitos y 
procedimientos necesarios para solici-
tar, tramitar y legitimar el ejercicio del 
derecho a la objeción de conciencia a la 
prestación del servicio militar obligato-
rio, basándose en el derecho fundamen-
tal de libertad de conciencia estableci-
do en el artículo 18 de la Constitución 
Política. También pretendía crear un 
servicio social alternativo que facilitara 

-
gación social por parte de las personas 
objetoras y su derecho a ser reconocidos 
como tal.

Llegó hasta 2° debate y luego fue archi-
vado.
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-
cia pública el 24 de septiembre de 2015, con el propósi-
to de recibir los aportes al Proyecto de Acto Legislativo 
096 de 2015 por parte de las instituciones, la sociedad 

-
les, ONG, síntesis de lo dicho lo siguiente:

-
no):

Conciencia (ACOOC):

-
metida con la construcción de un país para la Vida 
Digna:

Asociación Cristiana Menoita para la Justicia, 
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III. CONSIDERACIONES

La Defensoría del Pueblo, en el informe de 2014 
sobre el “Servicio Militar Obligatorio en Colombia: in-
corporación, reclutamiento y objeción de conciencia” 
presenta un análisis profundo y detallado del marco 
normativo y jurisprudencial aplicable al procedimien-

fundamental a la objeción de conciencia frente a este 
deber; documento que es fuente importante para la sus-
tentación de esta ponencia y marco de referencia, del 

La Constitución de 1886 en su artículo 165 establecía:
“Todos los colombianos están obligados a tomar las 

defender la independencia nacional y las instituciones 
patrias.

La ley determinará las condiciones que en todo 

Desde entonces se le ha dado el carácter de obliga-
toriedad a la prestación del servicio militar en nuestro 
país. Esta norma fue desarrollada a través de la Ley 1ª 
del 19 de febrero de 1945, la cual determinó que todo 
hombre colombiano obligatoriamente debería inscri-
birse para la prestación del servicio militar y que el no 
cumplimiento de este mandato le impediría presentar 

prestación del servicio militar, y no tendrían la obliga-
ción de pagar cuota de compensación:

Posteriormente, la Ley 131 de 1985 reguló la pres-
tación del servicio militar voluntario en Colombia. Esta 
norma introdujo la posibilidad de prestar el servicio 
militar obligatorio durante un periodo no inferior a 12 
meses. En el artículo 3° aclaró que quienes prestaran 
el servicio militar voluntario estarían sujetos al Código 
de Justicia Penal Militar, al Reglamento de Régimen 
Disciplinario, al Régimen Prestacional y a las normas 
relativas a la capacidad psicofísica, incapacidades, in-

-
didos. Además, el artículo 4° estableció que quienes 
prestaran el servicio militar de manera voluntaria reci-

mínimo legal vigente, incrementada en un sesenta por 
ciento (60%) del mismo salario, el cual no podrá sobre-
pasar la remuneración recibida por un Cabo Segundo, 

1.
En este orden cronológico la Asamblea Nacional 

Constituyente culmina con la puesta en vigencia de la 

que la antecedió; la actual Constitución como factor 
novedoso incorpora normas del Derecho Internacional.

A través del bloque de constitucionalidad, genera el 
nuevo concepto de los derechos fundamentales prote-
giendo particularmente los de la libertad de concien-
cia y de pensamiento, así como la nueva concepción 
de respeto a la diversidad y al pluralismo, dotando al 
ordenamiento jurídico de un mecanismo de protección 
cuando se vulnere o se ponga en peligro estos derechos 
fundamentales mediante empleo de la tutela como me-
canismo garantista.

marcada sobre los procesos de incorporación y reclu-
tamiento para la prestación del servicio militar obliga-
torio.

-
so que “todos los colombianos están obligados a tomar 

para defender la independencia nacional y las institu-
ciones públicas”. Este mandato deberá en todo caso 
contrastarse con las normas del Derecho Internacional 
Humanitario.

-
ción sobre Derechos del Niño relativo a la Participación 

de 18 años como edad mínima para el reclutamiento 
prohibir la incorporación de menores de edad aún con 
el permiso de los padres.

-
miento de personas menores de 18 años. “Esta dispo-

de 2010, el cual remite al Código Penal actual (Ley 599 
de 2000), que en el título sobre infracciones al Derecho 

y reclutamiento ilícito. En particular en el 2006, la Ley 
de Infancia y Adolescencia estableció la protección de 

1 -
gatorio en Colombia: incorporación, reclutamiento y 
objeción de conciencia. Bogotá: Imprenta Nacional de 
Colombia, 2014. p. 16.
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por parte de grupos armados y la obligación del Estado 
2.

En conclusión, el artículo 216 del Estatuto Superior 
-

blicas todos los colombianos deberán tomar las armas 
para defender la independencia nacional y las institu-
ciones públicas como una obligación perentoria. Esta 
misma obligación es regulada por la Ley 48 de 1993 la 
cual regula actualmente la prestación del servicio mi-

Esta misma ley es reglamentada por el Decreto 2048 
de 1993.

La Ley 48 de 1993 en su artículo 14 dispone:
“Inscripción. Todo varón colombiano tiene la obli-

dentro del lapso del año anterior en que cumpla la ma-
yoría de edad, requisito sin el cual no podrá formular 

-
gue a la mayoría de edad sin haberse dado cumplimien-
to a esta obligación, la autoridad podrá compelerlo sin 
perjuicio de la aplicación de las sanciones que se esta-
blecen en la presente ley.

Parágrafo 1°. Los alumnos de último año de estu-
dios secundarios, sin importar la edad, deberán inscri-
birse durante el transcurso del año lectivo por interme-
dio del respectivo plantel educativo, en coordinación 
con la dirección de reclutamiento y control reservas del 

solicitarán las cuotas de bachilleres, para su incorpora-
ción a la dirección de reclutamiento y control reservas 
del Ejército, único organismo con facultad para cum-
plir tal actividad.

Parágrafo 2°. La inscripción militar prescribe al tér-
-

ción de inscribirse nuevamente”.
El Decreto 2048 de 1993 reglamentario de la Ley 

48 de 1993, en su artículo 13 preceptúa: “Las Secre-
tarías de Educación departamentales y municipales 
dispondrán que los planteles de educación secundaria 
elaboren los listados correspondientes a los alumnos de 
grado once, con destino al Distrito Militar de su juris-
dicción en el primer trimestre de cada año lectivo, para 

militar”.

resultan aptos, se vinculan al proceso de sorteo; o (2) 

Del incumplimiento del deber de inscripción. Quie-
nes incumplan con la obligación de inscribirse para de-

si los ciudadanos se han inscrito o no pueden incluirlos 

El inciso segundo del artículo 14 de la Ley 48 de 1993 
dispone:

“Artículo 14. . Todo varón colombiano 
-

ción militar dentro del lapso del año anterior en que 

2 Ibíd., p.18.

cumpla la mayoría de edad, requisito sin el cual no po-

”. 

La facultad que tienen las autoridades militares de 
-

tuación militar se limita a la posibilidad de incluirlos 
dentro del sistema para que posteriormente lleven a 

acuerdo con los contingentes establecidos por el Ejér-
cito Nacional.

Así, los inscritos que no se presenten a las citas es-
tablecidas por las autoridades militares adquirirán la 
calidad de remisos y deberán pagar una multa corres-
pondiente al 20% del salario mínimo mensual vigente 

. En caso de que la persona decida voluntariamente 

del pago de la multa.
Quienes habiéndose inscrito no asistan a las cita-

ciones establecidas por el Ejército deberán pagar una 
multa correspondiente al 20% de un salario mínimo 
mensual legal vigente.

En ningún caso, las autoridades militares están legi-
timadas para detener a los hombres que han incumplido 

3.

“Es importante destacar que la Corte Constitucio-
nal delimitó el alcance de la facultad que tienen las au-
toridades militares para compeler a los ciudadanos y 

demanda de inconstitucionalidad en contra del artículo 
14 de la Ley 48 de 1993, en el cual se faculta a las au-

o . 
-

quibilidad de este artículo. Sin embargo, condicionó su 
-

sión compeler. Esta Corporación estableció que quien 
no haya cumplido con la obligación de inscribirse para 

, es decir, los ciudadanos no pueden ser 
retenidos por largos periodos de tiempo y conducidos a 

-

“Ahora bien, en aras del principio de conservación 
compe

lerlo contenida en el artículo 14 de la Ley 48 de 1993 
es susceptible de una interpretación conforme con la 
Constitución, y en tal sentido encuentra esta Corpora-
ción que -

-

3 Ibíd., p. 21, 22.
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-

puede implicar la conducción del ciudadano a cuar-
-

compe
lerlo

-

-

En efecto, con el cumplimiento de las condiciones 
antes reseñadas se trataría entonces de una medida que 

idónea para tales efectos, es necesaria y no afecta de 
manera desproporcionada la libertad física ni la libertad 
de locomoción”4.

El equipo de investigación de la Delegada de Asun-
tos Constitucionales de la Defensoría del Pueblo elabo-
ró la siguiente reseña jurisprudencial en relación con la 
objeción de conciencia al servicio militar obligatorio, 
la cual se encuentra registrada en el informe “Servicio 
Militar Obligatorio en Colombia”:

“La postura de jurisprudencia constitucional sobre 
el derecho fundamental a la objeción de conciencia 
frente a la prestación del servicio militar obligatorio ha 
ido cambiando sustancialmente con el paso del tiem-
po. Antes de la Sentencia C-728 de 2009, la Corte no 
reconocía la objeción de conciencia como una causal 
para fundamentar la no prestación del servicio militar. 
A partir de esta sentencia se reconoció, entre otras co-
sas, que no se necesita reglamentación para que este 
derecho fundamental se pueda ejercer.

Así, por ejemplo, la Corte estudió en la Sentencia 
T-409 de 1992 el caso de dos jóvenes cristianos miem-
bros de la iglesia de “Dios es Amor” que fueron selec-
cionados para prestar el servicio militar obligatorio y 
solicitaron ser declarados objetores de conciencia. En 
esta oportunidad, la Sala Tercera de Revisión resaltó 
que: (i) la prestación del servicio militar es un deber 
constitucional que, en principio, obliga a todos los go-
bernados; (ii) que el cumplimiento de este deber es el 
desarrollo del postulado según el cual los intereses co-
lectivos prevalecen sobre los individuales; y (ii) que 
los criterios para permitir que una persona se aparte del 
cumplimiento de este deber constitucional deben ser 
objetivos e imparciales.

La Sala negó la protección invocada por los accio-
nantes por considerar que el derecho a la objeción de 
conciencia no podía alegarse como una causal para no 
prestar el servicio militar obligatorio porque no se en-

-
co, por lo que las autoridades no podían admitir una 
causal que no se encontrara en una norma vigente. 
Adicionalmente, la Sala estimó que la prestación del 
servicio militar, considerada en sí misma, no afecta el 
ámbito de la conciencia individual, por cuanto la per-

4  Ibíd., p. 26, 27.

sona puede desarrollar funciones que no se encuentren 
relacionadas con el uso de armas.

Posteriormente, en la Sentencia T-224 de 1993, 
la Corte estudió el caso de un joven que se encon-
traba prestando el servicio militar obligatorio en la 

conciencia y porque se encargaba del sentimiento 
de su familia, ya que su padre padece de leucemia 
y no puede trabajar.

En esta sentencia, la Sala negó la protección invoca-

servicio militar es una obligación del ciudadano que se 
inscribe en la prevalencia del bien común sobre el bien 
particular y es una manifestación de retribución social. 
Sin embargo, hay un leve avance respecto de la garan-
tía del derecho a la objeción de conciencia. La Corte 
contempla la posibilidad de establecer un servicio aná-
logo para los casos en los que se acepte la objeción de 
conciencia.

Posteriormente, en la Sentencia C-511 de 1994, la 

de los artículos 4°, 9°, 10, 11, 13, 14, 41, 42, 49, 55 
y 57 de la Ley 48 de 1993, así como una parte de los 
artículos 36, 37 y 41 de dicha ley. Para los accionantes, 
estas normas: (i) han sido interpretadas de forma 
errónea, pues la prestación del servicio militar no 
puede prevalecer sobre los demás derechos de los 
colombianos; (ii) vulneran el principio de igualdad 
al establecer diferencias entre soldados bachilleres y 
soldados campesinos; y (iii) son inconstitucionales, 

militar producen una muerte civil.

las normas acusadas, y se acogió a lo resuelto en la 
Sentencia C-406 de 1994 respecto de otras. La Corte 
resaltó que la Constitución impone a los colombia-

de “respetar y apoyar a las autoridades democráticas 
legítimamente constituidas para mantener la indepen-
dencia y la integridad nacionales” o para “defender 
y difundir los Derechos Humanos como fundamento 

Además, reiteró que en nuestro sistema jurídico no 

no es posible que los ciudadanos dejen de atender la 

su fuero interno.
Es importante resaltar que en el salvamento de 

voto de esta decisión los magistrados Eduardo 

conciencia es un derecho constitucional que no 
puede ser desconocido por el legislador. Asimismo, 
establecen que no se puede partir del supuesto según 
el cual la libertad de conciencia está limitada por el 
deber de prestar el servicio militar, pues justamente 

principios constitucionales (artículo 18 y artículo 
216) que debe ser resuelta.

Corte negó la posibilidad de abstenerse de prestar 
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conciencia. En esta sentencia se estudió el caso de 
un joven clérigo testigo de Jehová que fue reclutado. 
Pese a que el accionante interpuso acción de tutela 
y le fue concedida en primera instancia, en segunda 
instancia se negó el amparo de sus derechos por 
considerar que no poseía la trayectoria necesaria en 
la preparación sacerdotal.

La Sala de Revisión reiteró en este fallo que las con-

para el cumplimiento de deberes que el Estado impone 
a todos por igual y que objetivamente considerados no 
implican prácticas o actuaciones susceptibles de afec-
tar la conciencia individual. Adicionalmente, estable-

de las prácticas inherentes al mismo no transgreden las 
libertades religiosa y de culto.

Estos criterios son retomados nuevamente en la 
Sentencia C-740 de 2001, en la cual se estudia la cons-
titucionalidad del Capítulo VII del Título Tercero del 
Libro Segundo de la Ley 522 de 1999, Código Penal 
Militar.

La postura adoptaba por la Corte Constitucional en 
las sentencias reseñadas cambiará sustancialmente con 
la Sentencia C-728 de 2009. En este pronunciamiento, 
la Corte decidirá sobre la constitucionalidad del artícu-
lo 27 de la Ley 48 de 1993, que establece que los limi-
tados físicos y sensoriales permanentes y los indígenas 
que residen en su territorio y que conserven su inte-

prestar el servicio militar obligatorio en todo tiempo.
A juicio de los demandantes, el legislador incurrió 

en este artículo en una omisión legislativa relativa con-
traria al derecho a la igualdad, a la libertad de concien-
cia y a la libertad de cultos, al no contemplar dentro de 

En esta sentencia, la Corte se apartó del precedente 
-

cia y estableció un conjunto de subreglas respecto del 
ejercicio de este derecho:

-
tuación individual que obedece al fuero interno de la 
persona y que supone la presencia de una discrepancia 
entre la norma jurídica y alguna norma moral.

2. Estableció que la objeción de conciencia frente a 
la prestación del servicio militar sí se desprende de la 
protección de los derechos a la libertad de conciencia y 
a la libertad de cultos.

3. Supeditó la posibilidad de presentar una objeción 
de conciencia a la valoración que en cada caso concreto 

lugar al reparo.

que hay lugar para la objeción de conciencia, la falta 
de previsión legislativa sobre el particular no puede te-
nerse como un obstáculo para la efectividad del dere-
cho, el cual podría ejercerse directamente con base en 
la Constitución.

probar que su conciencia ha condicionado y determina-
do su actuar de tal forma que prestar el servicio militar 
obligatorio implicaría actuar en contra de ella, así como 
que sus convicciones o creencias (que pueden ser de 

-

6. Señaló que el derecho constitucional de objeción 
de conciencia puede ser objeto de protección por parte 
de los jueces de tutela.

obligación general de regular la situación de las perso-

República para que reglamente este derecho.
Pese a lo anterior, la Corte concluyó que la obje-

ción de conciencia no podía haberse incluido en el ar-
tículo 27 de la Ley 48 de 1993 porque en esta norma 

-
ción de prestar el servicio militar, y la objeción de con-
ciencia corresponde a un criterio subjetivo.

En el caso de la objeción de conciencia, lo que en 
-

dido una ley que regule la objeción de conciencia en el 
ámbito del servicio militar, lo que constituye una omi-
sión legislativa absoluta. Según la Corte, sería distinto 

objeción de conciencia, estableciendo unos supuestos 
generales y omitiendo incluir al servicio militar entre 
las hipótesis en las cuales puede plantearse la objeción. 
En ese caso, y en relación con esa norma, podría predi-

También resulta importante resaltar que en el salva-
mento de voto de esta sentencia los Magistrados María 
Victoria Calle Correa, Luis Ernesto Vargas Silva, Juan 

-
vieron que el legislador había incurrido efectivamente 
en una omisión legislativa relativa. A juicio de estos 
magistrados: (i) la distinción entre situaciones contra-
rias al servicio militar de carácter objetivo, de un lado, 
y de carácter subjetivo, del otro, no es teóricamente 
sólida y no parece ser cierta o útil para distinguir los 

que la característica de los objetores de conciencia es 

-

sus convicciones, y que sólo a ellos se les ha de prote-
ger sus derechos; (iii) la sentencia adjudica a la legisla-

-
do el propósito que surge de la historia legislativa de 
la norma acusada: ajustar la ley de reclutamiento a la 
Constitución de 1991 y a los mandatos constituciona-
les introducidos por la nueva Carta Política; y (iv) la 
decisión de la Sala Plena genera un doble cambio de 
jurisprudencia, no sólo en el sentido que se reconoce 
en la sentencia, sino en uno adicional que implica un 
grave impacto en la seguridad jurídica, ya que hasta 

sabían que solamente se encontraban en la ley de reclu-

servicio militar obligatorio, pero a partir de la presente 
-

das de las libertades de conciencia y de religión, que 
implican directamente, sin necesidad de que la ley lo 
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militar, situación que pone en riesgo tanto el goce 
efectivo del derecho de los objetores de conciencia 
al servicio militar, como el adecuado desempeño de 
las autoridades castrenses que tienen que establecer 

persona tiene derecho a no prestar servicio militar 
obligatorio.

Los criterios establecidos en la Sentencia C-728 
de 2009 han sido reiterados y ampliados por la Corte 
Constitucional en Sentencias como la T-018 de 2012, 
T-357 de 2012 y T-430 de 2013, algunas de estas de-
cisiones serán abordadas en el siguiente capítulo del 
informe.

Por ejemplo, en la Sentencia T-018 de 2012 la Corte 
reiteró que el derecho a la objeción de conciencia en 
el ámbito militar: (i) se encuentra avalado en la liber-
tad de conciencia (artículo 18 de la C. P.) y la libertad 
de religión y de culto (artículo 19 de la C. P.); (ii) no 
requiere para su ejercicio de un desarrollo legislativo 

la acción de tutela; y (iv) las convicciones y creencias, 
-

co, que impidan prestar el servicio militar obligatorio 

-
-

ceras).

la cual estableció que los objetores de conciencia deben 
presentar un escrito al Comandante del Distrito Mili-
tar indicando, los nombres y apellidos del solicitante, 

relación de los documentos y los medios de prueba que 
respalden la solicitud de objeción. Según lo establecido 

-

solicitud y las pruebas aportadas por el ciudadano y se 
debe pronunciar al respecto”5.

2. JUSTIFICACIÓN DE LA INICIATIVA
-

greso de la República hemos coincidido en la necesidad 
-

hacer nuestro el clamor de muchas ONG y objetores de 
conciencia que durante muchos años han trabajado en 

para que no siga siendo la población mayoritaria en las 

Resulta impostergable brindar opciones distintas al 
ejercicio de la violencia y el uso de las armas; hay que 
sacar a los jóvenes de la guerra si queremos sincera-

delineando una nueva perspectiva democrática para la 

con la promoción y el fortalecimiento de la participa-
ción ciudadana a través de las opciones del servicio so-
cial para los jóvenes.

Como joven me ha correspondido el honor de ser el 
ponente de este proyecto que marca un hito dentro de 
las reformas reales y efectivas en favor de la juventud y 

5 Ibíd., p 99-105.

-
tud siga siendo carne de cañón en la guerra; no quere-
mos que ningún actor de la violencia se siga nutriendo 
del futuro del país.

Condenamos todos los mecanismos que usurpan y 
vulneran los derechos fundamentales de la libre con-
ciencia, de libre pensamiento, ya sea ético, religioso o 
político, que inhibe al joven de tomar parte en un con-

-
ras del mismo. Ya lo han dicho los autores del Proyecto 

-
ción de motivos: 220.000 personas asesinadas, 27.023 

concierto de las naciones.
EDUCACIÓN PARA LA PAZ
Consideramos que el proyecto en la parte motiva 

-
nal fundamental para los niños, jóvenes, adolescen-

al inciso 2° del artículo 67 de la Constitución Nacio-
nal, que dice “la educación formará al colombiano 

democracia”.
El Estado colombiano ha diseñado políticas públi-

cas para la educación y las ha implementado a través 
de la Ley 115 de 1994 dando cumplimiento así a este 
precepto superior con el propósito de fortalecer el capi-
tal social en niños, jóvenes y adolescentes que han sido 
educados en estos últimos veinte (20) años.

Esta población estudiantil ha tenido que convivir 
en las circunstancias de violencia en las que ha estado 
inmerso el Estado colombiano y por disposición legal 

-
nición de su situación militar para poder satisfacer sus 

en el acceso al mercado laboral.
Por otro lado, y que consideramos que es lo más 

grave, deben ver sus sueños frustrados, su proyecto de 
-

munidad, por no encontrar canales que les permitan 
desarrollar su potencial teleológico y educativo; por lo 
que surge la imperiosa necesidad de aprobar el servicio 

-
mental que contribuye a dar una respuesta a las legíti-

Esta política pública de educación ha permitido, 

en los últimos 10 años, más de 10 millones de alum-

-
jado los principios de la política pública que busca la 
construcción de un ciudadano educado con valores, 
con principios y competencias para ser una población 
productiva en el marco de un Estado Social de Derecho 
y no se percibe que se pretenda educar para la guerra 
si no que por el contrario, se ha educado como el ar-

educación formará al colombiano en el respeto a los 

consecuencia, nuestros hijos han sido educados bajo 
los principios de una estructura educativa que fomenta 
el pleno desarrollo de la personalidad sin más limita-
ciones que las que le imponen los derechos de los de-
más y el orden jurídico.
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También dentro de un proceso de formación inte-
gral, física, psíquica, intelectual, moral, espiritual, so-
cial, afectiva, ética, cívica y demás valores humanos.

Así mismo les hemos enseñado el respeto a la vida 
-

cipios democráticos, de convivencia, pluralismo, justi-
cia, solidaridad y equidad, así como en el ejercicio de 
la tolerancia y de la libertad.

De igual forma, se quiere que adquieran y generen 
-

estéticos, mediante la apropiación de hábitos intelec-
tuales adecuados para el desarrollo del saber.

Por otro lado, se trabaja para que tengan acceso al 
conocimiento, la ciencia, la técnica y demás bienes y 
valores de la cultura, y se trabaja en el fomento de la 
investigación y el estímulo a la creación artística en sus 
diferentes manifestaciones.

Igualmente se les estimula el desarrollo de la ca-

prioridad al mejoramiento cultural y de la calidad de la 
vida de la población.

De la misma manera, se vinculan a la participa-
ción en la búsqueda de alternativas de solución a los 
problemas y al progreso social y económico del país. 
Por otro lado, se les inculca la adquisición de una 
conciencia para la conservación, protección y me-
joramiento del medio ambiente, de la calidad de la 
vida, del uso racional de los recursos naturales, de la 
prevención de desastres, dentro de una cultura eco-
lógica y del riesgo y de la defensa del patrimonio 
cultural de la Nación.

Se les forma en la práctica del trabajo, mediante los 
conocimientos técnicos y habilidades, así como en la 
valoración del mismo como fundamento del desarrollo 

individual y social. Además se promueve en la perso-
na y en la sociedad la capacidad para crear, investigar, 
adoptar la tecnología que se requiere en los procesos de 
desarrollo del país y le permita al educando ingresar al 
sector productivo.

de 10 millones por año durante los últimos 10 años, se 
han estado educando y preparando para tomar el des-
tino del país en los distintos ámbitos de la vida econó-
mica, social y política. Nuestro Estado, deberá hacer 

diseñando estrategias y políticas públicas de inclusión 
social y de articulación del capital humano con los sec-
tores productivos de la sociedad en el marco de la glo-

-
ta con tener una alternativa para que estos puedan 
optar frente al servicio militar obligatorio con la 
propuesta formulada en el presente proyecto por el 

Es necesario además hacer profundas transforma-
-

ción Colectiva de Objetores y Objetoras de Conciencia 

y en el mundo va mucho más allá del silencio de los 
fusiles, implica la construcción de una nueva sociedad 
con justicia social, con vida digna, que haga un uso 
adecuado y equilibrado de los recursos naturales pro-
tegiendo el bienestar del planeta tierra, implica la cons-
trucción de una sociedad que tenga memoria histórica, 
que pueda sanar las profundas heridas que ha dejado la 
guerra, que pueda reparar a las víctimas, que se pueda 

La Educación en Derechos Humanos es la vía 
más racional y prometedora para aprender y tomar 
conciencia acerca de los valores y principios que 
enaltecen la dignidad del ser humano. Es el camino 

-
ción del País, destacar la importancia que han adqui-
rido para regular de mejor forma las relaciones del 
Estado y la sociedad; permiten comprender de qué 
manera los Derechos Humanos se han transformado 
en una fuente de inspiración, para construir respues-
tas adecuadas a la creciente complejidad sociopolíti-
ca, a los continuos cambios sociales, y a las nuevas 

-
terminar las responsabilidades que corresponden al 
Estado en este escenario.

En Colombia se debe generar una gran discusión 
-

rar a los jóvenes de últimos año de educación media 
particularmente para generar competencias frente al 

-
ten actualmente espacios donde estos temas se traten, 
y consideramos que son imprescindibles para la pres-

para las comunidades, por lo que consideramos que los 
proyectos pedagógicos de las instituciones educativas 
cuyos indicadores ya son conocidos, es decir sabemos 
qué población masculina y femenina tiene cada depar-
tamento y qué participación por género, para poder di-
señar estrategias y políticas que estén relacionadas con 
la justicia transicional.
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y Media Matrícula por Departamento

Con este propósito se deberá elaborar instrumentos, 
documentos, metodologías, que permitan a los jóvenes 

-
te sobre los temas de justicia, así mismo apropiar di-
chas metodologías con lo cual podrán cumplir su papel 

En este sentido las instituciones como Planeación 
Nacional, la Agencia Colombiana para la Reintegra-

-
cional Penitenciario y Carcelario (Inpec), el Instituto 

de Justicia y el Derecho, deberán trabajar sistémica-
mente en temas como la justicia transicional y desarme, 

-
rio de Educación deberán construir proyectos pedagó-
gicos para capacitar a los estudiantes, particularmente 
a los de los cursos superiores de educación media, en 

Desde la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, proclamada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en 1948, los Derechos Humanos y 
la educación se encuentran estrechamente ligados. En 
este documento no sólo se establece la educación como 
un derecho humano universal, sino que en el artículo 
26 establece que “la educación tendrá por objeto el ple-
no desarrollo de la personalidad humana y el fortale-
cimiento del respeto a los Derechos Humanos y a las 
libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, 
la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y to-
dos los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el de-
sarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para 

En el ámbito internacional son muchas las iniciati-
vas tendientes a fortalecer las políticas, planes y pro-
gramas de educación en Derechos Humanos, han sur-

Naciones Unidas como en organismos regionales. Por 
ejemplo, en el continente americano se cuenta con el 
Protocolo de San Salvador (1988), en el que se reitera a 
los estados partes “que la educación deberá orientarse 
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hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y 
del sentido de su dignidad y deberá fortalecer el respeto 
por los Derechos Humanos, el pluralismo ideológico, 

Colombia como Estado parte de las Naciones Uni-
das y como miembro de la Asamblea del Instituto In-
teramericano de Derechos Humanos, no ha sido ajena 

la Constitución colombiana de 1991 (artículo 67), se 
dispone que la educación “formará al colombiano en 

-
mocracia”.

Posteriormente la Ley General de Educación (115 
de 1994), en consonancia con la Constitución de 1991 

permanente, personal, cultural y social que se funda-
menta en una concepción integral de la persona huma-
na, de su dignidad, de sus derechos y de sus deberes, en 
el artículo 14,establece la obligatoriedad de la educa-

-
dad, la confraternidad, el cooperativismo y, en general, 
la formación en valores humanos”.

En reglamentación de la Ley General de Edu-
cación, el Decreto 1860 de 1994, establece en el 

14 de la Ley 115, se cumplirá bajo la modalidad 
de proyectos pedagógicos, lo cuales se entienden 
como: “... una actividad dentro del plan de estudios 
que de manera planificada ejercita al educando en 
la solución de problemas cotidianos, seleccionados 
por tener relación directa con el entorno social, cul-
tural, científico y tecnológico del alumno. Cumplen 
la función de correlacionar, integrar y hacer activos 

-
des y valores logrados en el desarrollo de diversas 

Sin embargo, la educación en Derechos Humanos 
no comprende únicamente el ámbito de la educación 
formal (comunidad educativa en los niveles preescolar, 
media y superior), muchas otras entidades desarrollan 
programas estructurados que van desde la educación 
informal (trabajo con medios de comunicación y po-
blación en general) hasta la educación para el trabajo y 
el desarrollo humano (para servidores públicos y orga-

Con el propósito de constituirse en la política públi-
ca en materia de educación en Derechos Humanos, que 

-
nes e instituciones nace el Plan Nacional de Educación 
en Derechos Humanos (PLANEDH)”.

IV. CONSTITUCIONALIDAD

LEY 5ª DE 1992

Artículo 221. Acto Legislativo. -
-
-

cionales, se denominan Actos Legislativos, y deberán 
cumplir el trámite señalado en la Constitución y en este 
Reglamento.

LEY 3ª DE 1992

Artículo 2°. Tanto en el Senado como en la Cámara 
de Representantes funcionarán Comisiones Constitu-

cionales Permanentes, encargadas de dar primer debate 
a los proyectos de acto legislativo o de ley referente a 
los asuntos de su competencia.

Las Comisiones Constitucionales Permanentes en 
cada una de las Cámaras serán siete (7) a saber: Comi-
sión Primera.

Compuesta por diecinueve (19) miembros en el Se-
nado y treinta y cinco (35) en la Cámara de Represen-
tantes, conocerá de: reforma constitucional; leyes es-

organismos de control; normas generales sobre contra-
tación administrativa; notariado y registro; estructura y 

los derechos, las garantías y los deberes; rama legisla-
-

lectual; variación de la residencia de los altos poderes 
nacionales; asuntos étnicos.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 
1991

PREÁMBULO

EL PUEBLO DE COLOMBIA,

en ejercicio de su poder soberano, representado por 
sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, 

-
talecer la unidad de la Nación y asegurar a sus inte-
grantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la 

de un marco jurídico, democrático y participativo que 
garantice un orden político, económico y social justo, 
y comprometido a impulsar la integración de la comu-
nidad latinoamericana, decreta, sanciona y promulga la 
siguiente

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 
1991

Artículo 1°. Colombia es un Estado Social de De-
-
-

riales, democrática, participativa y pluralista, fundada 
en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 
solidaridad de las personas que la integran y en la pre-
valencia del interés general.

Artículo 2°. -
vir a la comunidad, promover la prosperidad general 

-
chos y deberes consagrados en la Constitución; faci-
litar la participación de todos en las decisiones que 
los afectan y en la vida económica, política, adminis-
trativa y cultural de la Nación; defender la indepen-
dencia nacional, mantener la integridad territorial y 

orden justo.

Las autoridades de la República están instituidas 
para proteger a todas las personas residentes en Co-
lombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 
derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento 
de los deberes sociales del Estado y de los particulares.

Artículo 22.
obligatorio cumplimiento.

Artículo 67. La educación es un derecho de la per-
sona y un servicio público que tiene una función social; 
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con ella se busca el acceso al conocimiento, a la cien-
cia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la 
cultura.

La educación formará al colombiano en el respeto 

en la práctica del trabajo y la recreación, para el mejo-
-

tección del ambiente.

El Estado, la sociedad y la familia son responsables 
de la educación, que será obligatoria entre los cinco y 
los quince años de edad y que comprenderá como míni-
mo, un año de preescolar y nueve de educación básica.

La educación será gratuita en las instituciones del 
Estado, sin perjuicio del cobro de derechos académicos 
a quienes puedan sufragarlos.

Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema 

y por la mejor formación moral, intelectual y física de 

servicio y asegurar a los menores las condiciones ne-
cesarias para su acceso y permanencia en el sistema 
educativo.

La Nación y las entidades territoriales participarán 

servicios educativos estatales, en los términos que se-
ñalen la Constitución y la ley.

-
vicio de Reclutamiento y Movilización”:

Artículo 13. Modalidades prestación servicio 
 El Gobierno podrá establecer di-

ferentes modalidades para atender la obligación de la 
prestación del servicio militar obligatorio. Continuarán 
rigiendo las modalidades actuales sobre la prestación 
de] servicio militar:

a) Como soldado regular, de 18 a 24 meses;

b) Como soldado bachiller durante 12 meses;

meses;

d) Como soldado campesino, de 12 hasta 18 meses.

Parágrafo 1°. Los soldados, en especial los bachi-
lleres, además de su formación militar, y demás obliga-
ciones inherentes a su calidad de soldado, deberán ser 

de bienestar social a la comunidad y en especial a ta-
reas para la preservación del medio ambiente y conser-
vación ecológica.

Parágrafo 2°. Los soldados campesinos prestarán 

-
vicio tomando en cuenta su preparación académica y 

V. PROPOSICIÓN

Con fundamento en las anteriores consideraciones, 
de manera respetuosa solicitamos a los Honorables Re-
presentantes que integran la Comisión Primera Consti-
tucional Permanente, aprobar en primer debate el pre-
sente  por 

.

Cordialmente.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE ACTO LESGISLATIVO  

NÚMERO 096 DE 2015

 

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 22 de la Consti-
tución Política de Colombia, el cual quedará así:

Artículo 22. 
 En desarrollo de este deber, 

los colombianos y colombianas están obligados a pres-
tar un servicio social para promover la construcción de 

-
ción de la democracia. La ley reglamentará las formas 
y los procedimientos para la prestación de este servicio 

-
tivas para su prestación y las condiciones que, en todo 

dependerá orgánicamente de las instituciones militares 

equivalente al servicio militar.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 216 de la Cons-
titución Política de Colombia, el cual quedará así:

Artículo 216. -
da en forma exclusiva por las Fuerzas Militares y la 

 Los colombianos que así lo decidan 
podrán tomar las armas para defender la independencia 
nacional y las instituciones públicas. La ley determina-
rá las condiciones en las que se prestará en el servicio 
militar para los jóvenes que opten por la prestación de 
este servicio, así como las prerrogativas por la presta-
ción del mismo. La ley también determinará los casos 

un llamado general a tomar las armas. En todo caso se 
reconocerá el derecho fundamental de objeción de con-
ciencia y se determinarán las condiciones que en todo 
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Artículo 3°. El presente acto legislativo rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

De los honorable Congresistas:

* * *

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

NÚMERO 111 DE 2015 CÁMARA

Bogotá, D. C., octubre 13 de 2015

Señor Representante

MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ

Presidente Comisión Primera

Cámara de Representantes

Ciudad

Referencia: Informe de ponencia para primer 

2015 Cámara.

Señor Presidente:

De conformidad con el encargo impartido por us-
ted, se procede a rendir el informe de ponencia para 
primer debate en la Comisión Primera de la Cámara 
de Representantes correspondiente al proyecto de acto 
legislativo de la referencia, 

, 
cuya autoría es del Gobierno nacional por conducto del 
Ministro de Justicia.

Aunque el proyecto de acto legislativo presentado 
tiene varios objetivos, su núcleo esencial lo constituye 

los congresistas por los delitos cometidos en el ejerci-
cio de sus cargos.

Para este efecto y con el pretendido propósito de 

-

-
cal General de la Nación o sus delegados, y que el 

Superior de Bogotá y en segunda instancia la Corte 
Suprema de Justicia.

Si bien se comparte la preocupación por hacer mu-
-

miento penal de los congresistas, la fórmula puesta a 
consideración para su debate no es la más afortunada, y 
va en contravía de las consideraciones que se tuvieron 
en cuenta en la reciente aprobación del Acto Legislati-
vo 2 de 2015.

aforados constitucionales, distintos del Presidente de la 
-

sional para fortalecer el equilibrio entre las ramas del 
Poder Público, recayera en un tribunal de las más altas 
calidades y que estuviera al mismo nivel de los poten-
ciales investigados.

En ese sentido, se esperaría de manera coheren-
te, que si se cambia el sistema de investigación y 

-

general de la Nación.

En esa medida, carece de coherencia constitucio-
nal que los investigadores y jueces de los congresistas 

como hoy, con todos los inconvenientes que pueda 
-

miento y la carencia de doble instancia, sí se tiene con 
la Corte Suprema de Justicia.

Con el debido respeto por el autor del proyecto, su 
alcance sería el mismo que si en lugar de haberse es-
tablecido que el procesamiento penal de los magistra-

lugar de haberse asignado a un tribunal constitucional 
especial, como la Comisión de Aforados, se hubiera 
deferido en primera instancia a la Asamblea Departa-
mental de Cundinamarca y en segunda a la Cámara de 
Representantes.

-

se pretende dar el mismo tratamiento a los congresis-
tas. Por lo anterior, y reconociendo la importancia que 
el tema reviste, se invita al Gobierno nacional a que 
presente un proyecto diferente, que considere los argu-

Para ello, por ejemplo, podría retomar el proyecto 

de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, con 

General de la Nación, directamente y en ningún caso a 
través de sus delegados, se encargara de la investiga-

-
cia lo hiciera una sala integrada por 3 de los magistra-
dos de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 
de Justicia y que la segunda instancia recayera en los 
restantes integrantes de la misma Sala.
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PROPOSICIÓN

Con base en las consideraciones anteriores, se pro-
pone a la Comisión Primera de la Cámara de Represen-
tantes archivar el -
mero 111 de 2015 Cámara, 
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